El siguiente es el documento presentado por la Magistrada Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso. El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la Secretaría de esta Sala.
Providencia:

 Sentencia  – 1ª instancia – 17 de agosto de 2018

Proceso:
      Acción de Tutela 
Radicación Nro. 
 66001-22-13-000-2018-00590-00

Accionante: 

      Javier Elías Arias Idárraga
Accionado:
      Juzgado Promiscuo del Circuito de La Virginia
Magistrada Ponente:  Claudia María Arcila Ríos
Temas:                               DEBIDO PROCESO / TUTELA CONTRA PROVIDENCIA JUDICIAL / INEXISTENCIA DE LOS FENÓMENOS DE COSA JUZGADA Y TEMERIDAD/ MORA JUDICIAL –Justificada-/ EL ACTOR NO PRESENTÓ RECURSO ANTE EL JUZGADO / NIEGA
6. De las pruebas aportadas evidencian que las acciones populares radicadas bajo los Nos. 2018-00013 y 2018-00015 sí se encuentra en trámite y que para poder continuarlas se requiere que el accionante cumpla la carga procesal relativa a la publicación del aviso a la comunidad, de que trata el artículo 21 de la Ley 472 de 1998, a lo que no ha procedido, de lo que puede concluirse que se encontraba justificada la demora en la actuación.

(…)
De acuerdo con lo anterior, como la tardanza en tramitar la acción popular no se había producido por el incumplimiento de las funciones por parte del juez accionado, el amparo se negará.

7. El actor también se queja de la demora en que incurrió la funcionaria accionada para resolver los recursos de reposición que formuló contra el auto proferido el pasado 15 de junio.

Sin embargo, de las copias allegadas de los expedientes, se puede concluir que el citado señor no ha elevado solicitud alguna para obtener ese pronunciamiento, y por tanto, el despacho accionado tampoco ha tenido la oportunidad de resolver lo que corresponda.

TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL
SALA DE DECISIÓN CIVIL FAMILIA

       Magistrada Ponente: Claudia María Arcila Ríos

       Pereira, agosto diecisiete (17) de dos mil dieciocho (2018) 

       Acta No. 302 del 17 de agosto de 2018

       Expediente No. 66001-22-13-000-2018-00590-00

Se decide en primera instancia la acción de tutela de la referencia, promovida por el señor Javier Elías Arias Idárraga contra el Juzgado Promiscuo del Circuito de La Virginia, a la que fueron vinculados el señor Augusto Becerra, el Banco Davivienda, la Alcaldía de La Virginia, el Ministerio Público y la Defensoría del Pueblo, ambas de la Regional Risaralda, la Alcaldía, la Personería y la Procuraduría Provincial de Cali.
A N T E C E D E N T E S

1. Relató el actor que en las acciones populares radicadas bajo los números “2018-13” y “2018-15”, en las que actúa, el juzgado accionado incumple los artículos 5º y 84 de la Ley 472 de 1998 y se niega a darles impulso oficioso.
2. Considera lesionados sus derechos a la igualdad y al debido proceso y al principio de presunción de buena fe. Para su protección solicita se ordene: a) a la Juez accionada terminar la mora judicial, “pues lleva casi dos mecesitos (sic) sin resolver una reposición” e informe si ha incorporado a esos expedientes todos los recursos y memoriales que ha enviado al correo electrónico y b) “vigilancia judicial y adtiva (sic) al juzgado”.
ACTUACIÓN PROCESAL

1. Mediante proveído del pasado 3 de agosto se admitió la acción y se ordenó vincular a la Alcaldía de La Virginia, al Ministerio Público y al Defensor del Pueblo de la Regional Risaralda. También al señor Augusto Becerra, al Banco Davivienda, a la Alcaldía, la Personería y la Procuraduría Provincial de Cali, como intervinientes en los procesos en que encuentra el actor lesionados sus derechos. 
2. En el curso de esta instancia, se produjeron los siguientes pronunciamientos:

2.1 La titular del juzgado accionado informó que por medio de autos del 15 de junio pasado se le explicó al actor la necesidad de que cumpliera la carga procesal impuesta, sin embargo hace caso omiso a esos requerimientos. Además, el citado señor formuló múltiples recursos de reposición en diferentes acciones populares y mediante proveídos del 3 de agosto último “se le ratificó lo pertinente sobre la publicación en la página web de la Rama Judicial”.
2.2 El Procurador Regional de Risaralda señaló que a esa Agencia del Ministerio Público se han comunicado los autos que admiten las respectivas acciones populares y como consecuencia de ello han designado a los diferentes profesionales de la Procuraduría Regional Risaralda y Provincial de Pereira para dar cumplimiento al artículo 21 de la ley 472 de 1998; el Ministerio Público es ajeno a la cuestión planteada por el demandante, pues su intervención está orientada a verificar, como ente de control, la defensa de los derechos e intereses colectivos, lo que hará en el correspondiente pacto de cumplimiento que para el efecto se suscriba. Solicita se le desvincule de la actuación.

2.3 La Jefe de la Oficina Asesora Jurídica de la Personería Municipal de Cali manifestó que carece de competencia territorial para intervenir en asuntos en los cuales no estén involucrados entidades de esa ciudad. Agregó que el accionante ya había formulado otra acción de tutela por los mismos hechos, la radicada 2018-00591, de la cual conoció esta Sala, razón por la cual el proceder del accionante es temerario.
2.4 Funcionaria de la Procuraduría Provincial de Cali alegó también la falta de competencia territorial y dijo que de la notificación de la tutela correría traslado a la Procuraduría de Pereira.
2.5 La Procuradora 31 Judicial II para Asuntos Civiles indicó que en este caso la entidad que representa no ha vulnerado derecho alguno y que para que proceda el amparo la mora judicial debe ser injustificada.
2.6 El Director del Departamento Administrativo de Gestión Jurídica Pública de la Alcaldía de Cali indicó que ese ente territorial carece de legitimación en la causa ya que los hechos de la demanda involucran únicamente al Juzgado Promiscuo del Circuito de La Virginia.
2.7 El representante legal para efectos judiciales del Banco Davivienda solicitó se niegue el amparo ya que no se evidencia lesión alguna de derechos en las acciones populares radicadas 2018-00014 y 2018-00015.
3. Los demás vinculados guardaron silencio.

C O N S I D E R A C I O N E S 

1. El fin de la acción de tutela es la protección inmediata de los derechos constitucionales fundamentales, concedida a todas las personas por el artículo 86 de la Constitución Política, ante su vulneración o amenaza generada por cualquier autoridad pública y aun por los particulares en los casos previstos por el artículo 42 del Decreto 2591 de 1991.

2. Corresponde a esta Sala determinar si la funcionaria accionada incurrió en lesión de los derechos invocados al no atender los principios de impulso oficioso y perentoriedad de los plazos, en las acciones populares objeto del amparo, ni resolver oportunamente los recursos de reposición que formuló. 

3. Antes de comenzar con el desarrollo del anterior problema jurídico, la Sala debe verificar si en este caso se produjo el fenómeno de la temeridad, de acuerdo con lo informado por la Personería Municipal de Cali. 

A la actuación se incorporó copia de la tutela promovida por el señor Javier Elías Arias Idárraga, el 1º de agosto pasado, contra el Juzgado Promiscuo del Circuito La Virginia la cual se sustentó en los mismos hechos y pretensiones a los aquí invocados, pero la queja allí alegada se dirige frente a otras acciones populares, concretamente las radicadas bajo los Nos. 2018-00012 y 2018-00014
, es decir que las acciones de amparo difieren en lo sustancial de la petición.
De esa manera las cosas, como no se ha producido la cosa juzgada ni mucho menos una actuar temerario por parte del actor, es procedente definir de fondo la cuestión.

4. Las pruebas documentales incorporadas al expediente, que obran en el disco compacto visible a folio 8, acreditan los siguientes hechos:

4.1 El señor Augusto Becerra formuló acciones populares contra las sedes del Banco Davivienda ubicadas en la calle 9b No.48-20 y en la carrera 29 No. 9-05 de Cali
.
4.2 Por auto del 13 de febrero de este año, el Juzgado Promiscuo del Circuito de La Virginia las admitió y ordenó, entre otras cosas, publicar, a costa del accionante, el aviso a la comunidad de que trata el artículo 21 de la Ley 472 de 1998, por medio de radio o prensa de amplia difusión en esas ciudades
. 

4.3 El 30 de mayo pasado, el coadyuvante Javier Elías Arias Idárraga pidió se difundiera ese aviso por medio de la página web de la Rama Judicial y se diera aplicación a los artículos 5º y 84 de la citada Ley 472 de 1998
.

4.4 Por autos del 15 de junio se dispuso no acceder a esa solicitud ya que aquella norma faculta al juez para determinar el mecanismo por el cual se debe realizar esa publicación. Además, esta carga procesal hace parte de aquellas mínimas que debe asumir el actor popular. De otro lado, que las actuaciones se han surtido de conformidad con los parámetros legales y jurisprudenciales y que se ha procurado tramitarlas con celeridad, a pesar de la gran cantidad de acciones populares y escritos que presenta el actor
.

4.5 Frente a la anterior decisión el citado señor formuló recurso de reposición
.

4.6 Luego de corrido el traslado de ese medio de impugnación, mediante proveídos del 3 de agosto se resolvió no reponer aquel auto y se requirió al accionante para que, en un término de 30 días, asumiera esa carga procesal, de conformidad con el numeral 1 del artículo 317 del Código General del Proceso
.

4.7 De las copias de esas actuaciones no se evidencia que el accionante haya elevado solicitud alguna a efecto de que se resolvieran esos recursos de reposición.

5. En relación con la mora judicial, la Corte Constitucional, en sentencia T-230 de 2013, expresó:

“3.5.2. En numerosas oportunidades la Corte ha reiterado la importancia de este deber, entre otras, al sostener que: “Quien presenta una demanda, interpone un recurso, formula una impugnación o adelanta cualquier otra actuación dentro de los términos legales, estando habilitado por ley para hacerlo, tiene derecho a que se le resuelva del mismo modo, dentro de los términos legales dispuestos para ello.”
 Por esta razón, en principio, se ha insistido en que el incumplimiento de la obligación de dictar las providencias en los términos de ley, conduce a la vulneración de los derechos al debido proceso y al acceso a la administración de justicia, por cuanto no permite una respuesta oportuna frente a las pretensiones invocadas por el actor y aplaza la realización de la justicia material en el caso concreto.
No obstante, la jurisprudencia también ha señalado que, atendiendo la realidad del país, en la gran mayoría de casos el incumplimiento de los términos procesales no es imputable al actuar de los funcionarios judiciales. Así, por ejemplo, existen procesos en los cuales su complejidad requiere de un mayor tiempo del establecido en las normas y en la Constitución para su estudio, para valorar pruebas o para analizar la normatividad existente. Por ello, la jurisprudencia ha destacado que cuando la tardanza no es imputable al actuar del juez o cuando existe una justificación que explique el retardo, no se entienden vulnerados los derechos al debido proceso y al acceso a la administración de justicia.
 
…

3.5.6. De lo anterior se concluye que, en primer lugar, todo ciudadano tiene derecho al acceso a la administración de justicia y a una resolución pronta y oportuna de sus solicitudes. En segundo lugar, la tardanza en el cumplimiento de los términos judiciales constituye una mora judicial injustificada cuando (i) se presenta un incumplimiento de los plazos señalados en la ley para adelantar alguna actuación judicial; (ii) no existe un motivo razonable que justifique dicha demora, como lo es la congestión judicial o el volumen de trabajo; y (iii) la tardanza es imputable a la omisión en el cumplimiento de las funciones por parte de la autoridad judicial. En tercer lugar, es excepcional la posibilidad del juez de tutela de alterar el orden de fallo, ya que el ordenamiento jurídico consagra el deber de someterse a un sistema de turnos, con algunas salvedades reconocidas por el legislador.”

6. De las pruebas aportadas evidencian que las acciones populares radicadas bajo los Nos. 2018-00013 y 2018-00015 sí se encuentra en trámite y que para poder continuarlas se requiere que el accionante cumpla la carga procesal relativa a la publicación del aviso a la comunidad, de que trata el artículo 21 de la Ley 472 de 1998, a lo que no ha procedido, de lo que puede concluirse que se encontraba justificada la demora en la actuación.

En asunto similar al que aquí se ventila, en sede de tutela, se expresó así la Corte Suprema de Justicia:

“Sin embargo, la Corporación tiene definido que incumbe al actor popular asumir las expensas que implique el pleito, entre ellas, las “publicaciones previstas en el artículo 21 de la Ley 472 de 1998”, excepto cuando se le hubiere otorgado amparo de pobreza, lo que acá no ha ocurrido, según se verificó. 

No obstante, si el accionante no puede satisfacer esa obligación, le corresponde manifestárselo al juez cognoscente para que oficie a la Defensoría del Pueblo, o directamente a esta institución, como encargada del manejo del Fondo para la Defensa de los Derechos e Intereses Colectivos, a fin de que se evalúe la posibilidad de financiación en los términos de los literales b y c del artículo 71 de la Ley 472 de 1998. 

Sobre ese específico punto, la Corte sostuvo 

“Respecto de las publicaciones, se dispuso en la providencia de admisión de las acciones populares, que estas se hiciera en un medio escrito, uno de radiodifusión o de televisión, a costa del accionante con lo cual se cumple lo indicado en el artículo 21 de la Ley 472 de 1998, acorde con esta norma, se establece en los artículos 70 a 73 de la misma ley, la posibilidad de financiación por parte del Fondo para la Defensa de los Derechos e Intereses Colectivos, de los gastos que demande la acción popular, para lo cual corresponde al interesado hacer la solicitud de financiación a la Defensoría del Pueblo, a cuyo cargo se encuentra dicho Fondo, quien debe determinar la procedencia y el monto de la financiación, de acuerdo con los criterios señalados en el artículo 73 citado, con derecho a reembolso si el demandado es condenado en costas. Es decir que no corresponde al Juzgado emitir la orden de financiación pretendida aquí por el accionante” (CSJ STC, 6 dic. 2007, rad. 00121-01, reiterada 15 may. 2015, rad. STC5983-2015).

…

4.4.- Entonces, como la dilación en el impulso de la litis es endilgable al interesado, quien pretende despojarse de la carga que el legislador le ha impuesto, no se concederá la salvaguarda, pues, hay circunstancias objetivas y plausibles que justifican ese proceder…”

De acuerdo con lo anterior, como la tardanza en tramitar la acción popular no se había producido por el incumplimiento de las funciones por parte del juez accionado, el amparo se negará.

7. El actor también se queja de la demora en que incurrió la funcionaria accionada para resolver los recursos de reposición que formuló contra el auto proferido el pasado 15 de junio.

Sin embargo, de las copias allegadas de los expedientes, se puede concluir que el citado señor no ha elevado solicitud alguna para obtener ese pronunciamiento, y por tanto, el despacho accionado tampoco ha tenido la oportunidad de resolver lo que corresponda.

Ese pasivo comportamiento impide otorgar la tutela reclamada, porque el juez constitucional no puede desconocer las formas propias de cada juicio y adoptar por este excepcional medio de protección decisiones que deben ser resueltas al interior del proceso, escenario normal previsto por el legislador para tal cosa, por los funcionarios competentes para ello.

En consecuencia, el amparo reclamado resulta improcedente.

De todas formas, ninguna decisión de fondo se podría proferir en este caso, ya que tal como lo demuestra la prueba documental, sobre aquellos medios de impugnación el juzgado accionado se pronunció mediante proveídos del 3 de agosto último, con lo que se satisfizo esa pretensión del actor.
8. Improcedentes también resultan las solicitudes del demandante dirigidas a obtener se ordene al juzgado accionado informar si ha incorporado a las acciones populares los recursos y memoriales que ha remitido al correo electrónico y se adelante vigilancia judicial y administrativa frente a ese despacho, ya que la acción de amparo está concebida para proteger derechos fundamentales concretos y no para elevar esa clase de peticiones. 

9. Como lo solicita el demandante, se autorizará expedir copia de todo lo actuado en este proceso. Ello, a su costa, pues aunque el Acuerdo 1772 de 2003 exonera el pago de dicha expensa en las acciones de tutela, se seguirá de cerca lo decidido en un caso similar al presente por la Sala de Casación Civil de la Corte Suprema de Justicia
, en el que se dijo que esa exención aplica para eventos en los cuales las reproducciones se requieran para el impulso o el ejercicio de esas acciones constitucionales, lo que no ocurre en este caso, en el que tal como lo informa el citado señor, las requiere para adelantar una acción de reparación directa.

En mérito de lo expuesto, la Sala Civil Familia del Tribunal Superior de Pereira, Risaralda, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley,

R E S U E L V E :

PRIMERO. Negar la acción de tutela promovida por el señor Javier Elías Arias Idárraga contra el Juzgado Promiscuo del Circuito de La Virginia, a la que fueron vinculados el señor Augusto Becerra, el Banco Davivienda, la Alcaldía de La Virginia, el Ministerio Público y la Defensoría del Pueblo, ambas de la Regional Risaralda, la Alcaldía, la Personería y la Procuraduría Provincial de Cali, respecto de la pretensión dirigida a obtener se apliquen los artículos 5º y 84 de la Ley 472 de 1998, en lo demás se declara improcedente.
SEGUNDO. Expídase al accionante copia de todo lo actuado en este proceso, a su costa.
TERCERO. Notifíquese esta decisión a las partes conforme lo previene el artículo 30 del Decreto 2591 de 1991.
CUARTO. De no ser impugnada esta decisión, envíese el expediente a la Corte Constitucional para su eventual revisión conforme lo dispone el artículo 32 del Decreto 2591 de 1991.

Notifíquese y cúmplase, 

Los Magistrados,

                  CLAUDIA MARÍA ARCILA RÍOS

                  DUBERNEY GRISALES HERRERA


(Con aclaración de voto)


EDDER JIMMY SÁNCHEZ CALAMBÁS 
� Folio 59


� Folio 1 y 2 de los archivos del CD


� Folios 6 y 7 del archivo que corresponde a la acción popular 2018-00015 y 7 y 8 del de la 2018-00013


� Folios 114 del archivo que corresponde a la acción popular 2018-00015 y 14 del de la 2018-00013


� Folios 115 y 166 del archivo que corresponde a la acción popular 2018-00015 y 145 y 146 del de la 2018-00013


� Folios 118 del archivo que corresponde a la acción popular 2018-00015 y 148 del de la 2018-00013


� Folios 122 y 123 del archivo que corresponde a la acción popular 2018-00015 y 152 y 153 del de la 2018-00013


� Sentencia T-227 de 2007. Sobre la materia también se pueden consultar las Sentencias C-1198 de 2008 y T-527 de 2009.





� Sentencia de tutela STC8413-2015, del 2 de julio de 2015, M.P. Fernando Giraldo Gutiérrez.





� Auto del 12 de julio de 2018, M.P. Octavio Augusto Tejeiro Duque, radicado: 66001-22-13-000-2018-00189-01
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